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A Y U N T A M I E N T O S

LILLO

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 59.5 y 61 de la Ley 30 de 1992, de 26 de
noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común (B.O.E. número 285, de 27 de noviembre de 1992), se hace pública
notificación de la resolución caída en el expediente de orden de ejecución que se indican, dictadas
por el/la Alcalde/sa, según lo dispuesto en el artículo 9 del texto refundido de la Ley del Suelo 2
de 2008, de 20 de julio, a las personas o entidades que a continuación se relacionan, ya que
habiéndose intentado la notificación en el último domicilio conocido, ésta no se ha podido
practicar.

Contra estas resoluciones que no son firmes en vía administrativa podrán interponerse
alegaciones en el plazo de quince días, contado a partir del día siguiente al de la publicación en
el «Boletín Oficial» de la provincia de Toledo, ante el/la Sr./a Alcalde/sa, plazo durante el cual
podrá personarse en el expediente a dichos efectos, en la Secretaría del Ayuntamiento de Lillo.

Transcurrido dicho plazo sin que se haya hecho uso de ese derecho, las resoluciones serán
firmes y la orden de ejecución deberá ser ejecutada por el interesado.

En caso de incurrir en desobediencia a lo aquí ordenado, será sancionado con la multa que
proceda, previa instrucción de expediente sancionador, sin perjuicio de que las obras ordenadas
puedan ser realizadas en ejecución subsidiaria por los Servicios Municipales, y a costa del
obligado, en aplicación de lo dispuesto en los artículos 95 y siguientes de la Ley 30 de 1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

La presente orden de ejecución equivale a licencia urbanística, legitimando únicamente la
realización de las obras a que se refiere.

Asimismo, y en el supuesto de no atender el presente requerimiento, dando lugar a un
posible estado de peligrosidad que conlleve riesgos para las personas y/o las cosas, se dará
traslado a la Autoridad judicial competente, al objeto de exigir la responsabilidad penal que
pudiera derivarse de tal conducta negligente.

Se concede al interesado un plazo de quince días hábiles a contar desde el siguiente a la
recepción de la presente para que pueda personarse en el expediente y examinar el mismo, así
como para formular las alegaciones que a su derecho convengan de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 84 de la Ley 30 de 1992, de 26 de noviembre, reguladora del régimen
jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Los eventuales daños que pueda producir a terceros serán de exclusiva cuenta del propietario
de la edificación.

Lillo 30 de septiembre de 2009.-El Alcalde (firma ilegible).                                N.º I.-10504


